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Presentación 

 

Sistema de Consultas Absueltas 

La absolución de las consultas jurídicas a las máximas 

autoridades de los organismos y entidades del sector público con 

carácter vinculante, sobre la inteligencia o aplicación de la ley, es 

competencia del Procurador General del Estado, de acuerdo con el 

numeral 3 del artículo 237 de la Constitución de la República del 

Ecuador y los artículos 3 y 13 de su Ley Orgánica.   

Cada pronunciamiento es el resultado del estudio del equipo 

de abogados de la Dirección Nacional de Consultoría, que se apoya 

según la materia con la experticia de los profesionales de las demás 

direcciones sustantivas y regionales de la PGE, y, finalmente, revisado 

y, de ser el caso, modificado por el Procurador General del Estado, lo 

que permite asegurar la rigurosidad jurídica de cada proyecto, 

mantener la unidad institucional y reforzar el rol preventivo de la 

absolución de consultas como parte del ciclo de defensa jurídica del 

Estado. 

El pronunciamiento del Procurador General del Estado 

contiene un dictamen general y abstracto sobre la aplicación de las 

normas por toda la Administración Pública, por lo que la ley ordena 

que los extractos se publiquen en el Registro Oficial.   

Adicionalmente, por iniciativa de la PGE el texto íntegro de 

cada pronunciamiento consta en el Sistema de Consultas Absueltas, 

en el portal institucional www.pge.gob.ec que es una herramienta de 

acceso público. 

A fin de promover la transparencia del trabajo institucional, 

facilitar el acceso de los usuarios y contribuir al respeto del principio 

de legalidad que rige en Derecho Público, la PGE pone a disposición 

de la ciudadanía los pronunciamientos emitidos durante el mes de 

enero de 2025 y, en adelante, con periodicidad mensual. 

 

Ab. Juan Carlos Larrea Valencia  

Procurador General del Estado 
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Oficio No. 09992 

 
 

Quito, D.M., 08 de enero de 2025 

 

 

Doctor 

Xavier Mauricio Torres Maldonado  

CONTRALOR GENERAL DEL ESTADO 

Presente.  

 

 

De mi consideración: 

 

Con relación al oficio No. 518-DNJ-2024 de 29 de octubre de 2024, ingresado en el correo único 

institucional de la Procuraduría General del Estado al siguiente día, mediante el cual el doctor 

Mauricio Torres Maldonado, Contralor General del Estado, reformuló la consulta inicialmente 

planteada por el Ing. Carlos Ernesto Sánchez Cunalata, Contralor General del Estado, Subrogante, 

con oficio No. 469-DNJ-2024 de 07 de octubre de 2024, en los siguientes términos: 

 

“¿A qué Institución del Estado comprendida en el artículo 225 de la Constitución de 

la República del Ecuador, le corresponde incluir en el Plan de Desvinculación con 

Indemnización por Jubilación a los servidores públicos de las Unidades de Auditoría 

Interna que han cumplido con los requisitos para acceder al beneficio por jubilación 

previsto en la Ley, considerando que, las partidas presupuestarias individuales, sus 

remuneraciones y gastos son pagados por dichas instituciones pero que técnicamente 

y administrativamente dependen de este Organismo Técnico de Control, conforme lo 

disponen los artículos 14 y 35 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del 

Estado.?”. 

 

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 

 

1. Antecedentes. - 

 

1.1.  Mediante oficios No. 09030 y No. 09216 de 14 y 29 de octubre de 2024, respectivamente, la 

Procuraduría General del Estado solicitó a la Contraloría General del Estado (en adelante, 

“CGE”), reformular los términos de la consulta contenida en oficio No. 469-DNJ-2024 de 7 

de octubre de 2024, ingresado en el correo institucional único de este organismo al día 

siguiente, lo cual fue atendido con oficio No. 518-DNJ-2024 de 29 de octubre de 2024, al que 

se hizo referencia al inicio del presente. 

 

1.2.  A fin de contar con mayores elementos de análisis antes de atender su consulta, mediante 

oficio No. 09265 de 05 de noviembre de 2024 la Procuraduría General del Estado solicitó al 

Ministerio del Trabajo (en adelante, “MDT”), que remita su criterio jurídico institucional 

sobre la materia objeto de consulta. Dicho requerimiento fue atendido por la Subsecretaria de 

Normativa del MDT con oficio No. MDT-SN-2024-0860-O de 12 de noviembre de 2024. 

 

1.3.  El informe jurídico del Director Nacional Jurídico, Encargado, de la CGE, contenido en el 

memorando No. 000702-DNJ-2024 de 28 de octubre de 2024, cita los artículos 225, 226 y 

229 de la Constitución de la República del Ecuador1 (en adelante, “CRE”); 14 y 35 de la Ley 

                                       
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
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Orgánica de la Contraloría General del Estado2 (en adelante, “LOCGE”); 3, 23, 37, 47, 128 

y 129 de la Ley Orgánica del Servicio Público3 (en adelante “LOSEP”); 185 de la Ley de 

Seguridad Social4 (en adelante, “LSS”); 32 del Reglamento de la LOCGE5 (en adelante, 

“RLOCGE”); 69 y 108 del Reglamento General a la LOSEP6 (en adelante, “RLOSEP”); 9 

del Reglamento para la Organización, Funcionamiento y Dependencia Técnica y 

Administrativa de las Unidades de Auditoría Interna de las Entidades que controla la 

Contraloría General del Estado7 (en adelante, “Reglamento para el Funcionamiento de las 

UAI”); y, 5, 16 y la Disposición General Única del Reglamento de Administración del 

Personal Técnico de las Unidades de Auditoría Interna de las Entidades y Organismos del 

Sector Público8 (en adelante, “Reglamento del Personal de las UAI”); también consideró los 

pronunciamientos de la Procuraduría General del Estado contenidos en los oficios No. 01326 

de 5 de noviembre de 2018 y No. 15146 de 17 de agosto de 2021, con fundamento en los 

cuales analizó y concluyó: 

 

“3. ANÁLISIS: 

 

De la normativa que antecede y del pronunciamiento emitido por el Procurador General 

del Estado, se desprende que las Unidades de Auditoría Interna de las entidades públicas, 

comprendidas en el artículo 225 de la Constitución de la República del Ecuador, 

dependen técnica y administrativamente de la Contraloría General del Estado, y cuyo 

personal auditor es nombrado o removido por el Contralor General del Estado. 

 

Las remuneraciones y gastos para el funcionamiento de las Unidades de Auditoría 

Interna deben ser cubiertos por las propias instituciones del Estado a las que ellas 

controlan. 

 

Solo en los casos en que las Unidades de Auditoría Interna cuyas partidas fueron 

traspasadas en su totalidad a la Contraloría General del Estado, está (sic) será la 

responsable de levantar la respectiva planificación de talento humano. 

 

El beneficio de jubilación es un ingreso complementario del personal de servidores de 

carrera, que cumplan los requisitos para jubilarse, debe ser presupuestado y planificado 

anualmente por las entidades que controlan y que no haya sido objeto de traspaso a la 

Contraloría General del Estado.  

 

4. CRITERIO INSTITUCIONAL 

 

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 14 y 35 de la Ley Orgánica de la 

Contraloría General del Estado y en el Reglamento de Administración del Personal 

Técnico de las Unidades de Auditoría Interna de las Entidades y Organismos del Sector 

Público, les corresponde a las propias instituciones públicas comprendidas en el artículo 

                                       
2 LOCGE, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 595 de 12 de junio de 2002. 
3 LOSEP, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 294 de 6 de octubre de 2010. 
4 LSS, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 465 de 30 de noviembre de 2001. 
5 RLOCGE, publicado en el Registro Oficial No. 119 de 9 de marzo de 2009.  
6 RGLOSEP publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 418 de 1 de abril de 2011. 
7 Reglamento para el Funcionamiento de las UAI, publicado en el Quinto Suplemento del Registro Oficial No. 436 de 21 de abril de 

2021. 
8 Reglamento de Personal de las UAI, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 276 de 04 de julio de 2018. 
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225 de la Constitución de la República del Ecuador cubrir la remuneración del personal 

auditor y el beneficio por jubilación que, dependan técnica y administrativamente de la 

Contraloría General del Estado cuyas partidas no hubiesen sido objeto de traspaso 

siempre que cumplan con los requisitos para acceder al beneficio por jubilación previsto 

en la Ley.  

 

Finalmente, con fundamento de las normas citadas, se observa el criterio jurídico 

vinculante emitido por el Procurador General del Estado, con Oficio No. 15146, de 17 

de agosto de 2021, siendo este similar a la consulta realizada por el Organismo Técnico 

de Control, relacionada con el Plan de Desvinculación con indemnización por jubilación 

de los servidores públicos de las Unidades de Auditoría Interna de las entidades 

públicas”. 

 

1.4.  Por su parte, el criterio jurídico del MDT contenido en el oficio No. MDT-SN-2024-0860-O 

de 12 de noviembre de 2024, suscrito por la Subsecretaria de Normativa del MDT, la cual, en 

base a los mismos fundamentos jurídicos citados por la consultante analizó y concluyó lo 

siguiente: 

 

“2. ANÁLISIS Y ABSOLUCIÓN: 

 

El artículo 14 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado, establece que, 

si bien las Unidades de Auditoría Interna dependerán técnica y administrativamente de 

la Contraloría General del Estado, las remuneraciones y gastos para el funcionamiento 

de las unidades de auditoría interna serán cubiertos por las propias instituciones del 

Estado a las que ellas sirven y controlan. 

 

Respecto del beneficio de jubilación, el mismo es un derecho propio del personal con 

nombramiento definitivo que cumpla los requisitos para acceder a los beneficios de 

jubilación; por lo tanto, dicho reconocimiento económico debe ser presupuestado y 

planificado anualmente por la misma institución encargada del reconocimiento de sus 

haberes laborales. 

 

En esa línea, como se citó en líneas anteriores, la propia Procuraduría General del 

Estado ya ha atendido una consulta semejante a la de esta referencia, cuando concluyó 

en una absolución al Consejo de la Judicatura, institución donde pertenece la Unidad de 

Auditoría Interna en cuestión, quien debe incluir a los servidores que integran la referida 

Unidad de Auditoría en el plan anual de desvinculación por jubilación, siempre que las 

partidas de esos servidores no hayan sido objeto de traspaso a la Contraloría General 

del Estado, puesto que en dicho supuesto, será esta última la responsable de incluirlos 

en su plan anual de jubilación. 

 

Por las consideraciones expuestas, este Ministerio se adhiere al pronunciamiento vertido 

en el oficio Nro. 15146 de 17 de agosto de 2021 de la Procuraduría General del Estado 

y, concluye que en función de que el personal auditor que pertenece a las Unidades de 

Auditoría Interna dentro de las diferentes instituciones públicas, por más que dependa 

administrativamente de la Contraloría General del Estado, percibe sus haberes laborales 

de la institución en la cual se encuentra efectuando el proceso de control por lo que 

corresponde a dichas instituciones incluir en el plan anual de desvinculación con 

beneficio por jubilación, a los servidores públicos de carrera que presten sus servicios 

6



 

 
 
 

 
 

 

 

 
 
 

 

CONTRALORIA GENERAL DEL ESTADO 

0006595-2024 

Página. 4 

 
en la Unidad de Auditoría Interna de esa entidad, siempre que las partidas en cuestión 

no hayan sido objeto de traspaso a la Contraloría General del Estado”. 

 

1.5.  De los informes jurídicos citados se aprecia que, tanto el criterio de la CGE como el del MDT 

coinciden en señalar que, el personal auditor que pertenece a las Unidades de Auditoría 

Interna dentro de las diferentes instituciones públicas, por más que dependan 

administrativamente de la CGE, perciben sus haberes laborales de la institución en la cual se 

encuentra efectuando el proceso de control por lo que corresponde a dichas instituciones 

incluir en el plan anual de desvinculación con beneficio por jubilación, a los servidores 

públicos de carrera que presten sus servicios en la Unidad de Auditoría Interna de esa entidad, 

siempre que las partidas en cuestión no hayan sido objeto de traspaso a la CGE. 

 

2. Análisis. - 
 

Según el primer inciso del artículo 229 de la CRE son servidores públicos “todas las personas 

que en cualquier forma o a cualquier título trabajen, presten servicios o ejerzan un cargo, función 

o dignidad dentro del sector público”; similar disposición consta en el artículo 4 de la LOSEP.  

 

Con relación al personal de auditoría interna de las entidades del sector público, el artículo 14 de 

la LOCGE establece su dependencia técnica y administrativa de la CGE, no obstante, el primer 

inciso de esa norma dispone que la remuneración será cubierta por las entidades del Estado en las 

que dicho personal presta sus servicios.  El tenor de la norma es el siguiente: 

 

 “Art. 14.- Auditoría Interna. - Las instituciones del Estado, contarán con una Unidad 

de Auditoría Interna, cuando se justifique, que dependerá técnica y administrativamente 

de la Contraloría General del Estado, que para su creación o supresión emitirá informe 

previo. El personal auditor, será nombrado, removido o trasladado por el Contralor 

general del Estado y las remuneraciones y gastos para el funcionamiento de las 

unidades de auditoría interna serán cubiertos por las propias instituciones del Estado 

a las que ellas sirven y controlan. 
 

Las máximas autoridades de las Unidades de Auditoría Interna, serán de libre 

designación y remoción por parte del Contralor General del Estado. 

 

Las remuneraciones que corresponden a las máximas autoridades de las Unidades de 

Auditoría Interna de los Gobiernos Autónomos Descentralizados serán cubiertas por la 

Contraloría General del Estado. 

 

Para ser nombrado y ejercer funciones de dirección o jefatura de esa unidad se requerirá 

ser profesional con título universitario y formación compatible con el ejercicio y práctica 

de la auditoría financiera o de gestión. 

 

Con el fin de prestar asesoría y realizar la evaluación integral de la institución, el 

personal de auditoría interna de gestión deberá ser de carácter multidisciplinario. 

 

La auditoría interna se ejecutará de acuerdo con las normas nacionales e internacionales 

de auditoría aplicables al sector público. 

 

Por disposición expresa del Contralor General del Estado o de la máxima autoridad que 
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ejerza la representación legal de la Institución, la respectiva unidad de auditoría interna 

ejecutará auditorías y exámenes especiales, de conformidad con lo establecido en esta 

Ley. 

 

Las entidades del sector público deberán prestar todas las facilidades operativas y 

logísticas para el adecuado desenvolvimiento de las Unidades de Auditoría Interna”. 

(Énfasis añadido). 

 

En tal sentido, el artículo 32 del RLOCGE, prevé que las unidades de auditoría interna, 

pertenecientes a la respectiva entidad pública, como integrantes del control interno, serán objeto 

de evaluación por parte de la CGE y su dependencia técnica respecto de esta última se concretará 

principalmente en la “aprobación de los planes anuales de trabajo y sus modificaciones, el 

control de calidad de los informes, la determinación de responsabilidades, la evaluación de 

desempeño de sus miembros, con la utilización de indicadores objetivos y cuantificables (…)”. 

 

En el mismo contexto, el artículo 9 del Reglamento para el Funcionamiento de las UAI, en cuanto 

a la dependencia técnica y administrativa de las UAI, dispone: 

 

“De conformidad con lo dispuesto en los artículos 14 de la Ley Orgánica de la 

Contraloría General del Estado y 32 de su Reglamento General, las Unidades de 

Auditoría Interna de las instituciones del Estado mantienen dependencia técnica y 

administrativa del Organismo Técnico de Control. 

 

Las Unidades de Auditoría Interna, para ejercer el control posterior interno, se 

sustentarán en disposiciones legales, normativa expedida por la Contraloría General del 

Estado y aplicativos informáticos empleados por la Entidad de Control para la gestión 

de la auditoría interna. 

 

La dependencia técnica de las Unidades de Auditoría Interna, UAIs, se establece de 

conformidad con el ámbito de control y jurisdicción de las Direcciones Nacionales de 

Auditoría y Direcciones Provinciales, mismas que prestarán su asesoría y asistencia 

técnica, orientarán y coordinarán la preparación del plan anual de control, su ejecución 

y evaluación, acatando las políticas emitidas para estos propósitos”. (Énfasis añadido). 

 

Al respecto, el artículo 1 del Reglamento de Personal de las UAI, prevé que sus disposiciones 

rigen “para las servidoras y los servidores públicos de la Contraloría General del Estado, que 

en cualquier forma o a cualquier título trabajen, presten servicios o ejerzan un cargo dentro de 

las Unidades de Auditoría Interna de las entidades, organismos y empresas del sector público 

determinados en los artículos 225 y 315 de la Constitución de la República y de las Unidades de 

Auditoría Interna Gubernamental de las Instituciones del Sistema Financiero Público”. 

 

El artículo 4 del citado reglamento agrega que, “El ingreso de personal técnico para las Unidades 

de Auditoría Interna de las Entidades y Organismos del Sector Público, estará a cargo de la 

Dirección Nacional de Talento Humano de la Contraloría General del Estado. Dicho personal, 

será nombrado, contratado, removido o trasladado por el Contralor General del Estado o su 

delegado”. (Énfasis añadido).  

 

Concordante, los artículos 5, 16 y la Disposición General Única del Reglamento de Personal de 

las UAI, expedido por la CGE reiteran lo dispuesto por la LOCGE y prevén, expresamente, la 
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aplicación subsidiaria de la LOSEP en lo no previsto por ese reglamento. Dichas normas 

establecen lo siguiente: 

 

“Art. 5.- De los Titulares de las Unidades de Auditoría Interna.- Quienes ejerzan las 

funciones de dirección en las unidades de auditoría interna, bajo cualquier 

denominación: Director de Auditoría Interna, Auditor General, Director Técnico de 

Área, Jefe de Auditoría, Auditor Interno Jefe, entre otras denominaciones, serán de libre 

nombramiento y remoción por parte del Contralor General del Estado o su delegado”. 

 

“Art. 16.- De los Recursos Físicos y Logísticos.- La Institución a la cual controla la 

Unidad de Auditoría Interna, cubrirá todos los gastos que demande su funcionamiento, 

prestará el apoyo, dotará de espacio físico, logística, servicios administrativos, técnicos 

y provisión de los recursos necesarios”. (Énfasis añadido).  

 

“DISPOSICIÓN GENERAL 

 

Única: En todo lo no previsto en el presente Reglamento, el personal técnico de las 

Unidades de Auditoría Interna de las Entidades y Organismos del Sector Público, 

observará las disposiciones determinadas en la Ley Orgánica de Servicio Público, 

Reglamento General a la Ley Ibídem, Normas Técnicas y Resoluciones emitidas por el 

Ministerio del Trabajo y normativa interna emitida por la Contraloría General del 

Estado para la administración del talento humano”. (Énfasis añadido).  

 

En ese contexto, sobre la materia de recursos humanos y remuneraciones de los servidores 

públicos, el artículo 3 de la LOSEP precisa que sus disposiciones son de aplicación obligatoria en 

toda la administración pública. 

 

Con tales antecedentes, es pertinente considerar que el artículo 23 ibídem, reconoce como 

derechos de los servidores públicos, entre otros: “c) Gozar de prestaciones legales y de jubilación 

de conformidad con la ley” (Énfasis añadido); y, “e) Recibir indemnización por supresión de 

puestos o partidas o por retiro voluntario para acogerse a la jubilación, por el monto fijado en 

esta Ley”. (Énfasis añadido). 

 

Concordante, la letra j) del artículo 47 de la LOSEP prevé que los servidores públicos cesarán 

definitivamente en sus funciones, entre otros casos, “Por acogerse al retiro por jubilación”. 

 

En ese orden de ideas, el inciso quinto del artículo 81 de la LOSEP prevé que, los servidores que 

“cumplan los requisitos establecidos en las leyes de la seguridad social para la jubilación y 

requieran retirarse voluntariamente del servicio público, se les podrá aceptar su petición y se les 

reconocerá un estímulo y compensación económica, de conformidad con lo determinado en la 

Disposición General Primera”. (Énfasis añadido). Similar previsión consta en el inciso primero 

del artículo 288 del RLOSEP.   

 

En ese contexto, el artículo 128 de la LOSEP reitera que los servidores públicos “podrán acogerse 

a la jubilación definitiva cuando hayan cumplido los requisitos de jubilación que establezcan las 

Leyes de Seguridad Social”; y su artículo 129 contempla el beneficio por jubilación y dispone 

que: 
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“Las y los servidoras o servidores, de las entidades y organismos comprendidos en el 

artículo 3 de esta ley, que se acojan a los beneficios de la jubilación, tendrán derecho 

a recibir por una sola vez cinco salarios básicos unificados del trabajador privado por 

cada año de servicio contados a partir del quinto año y hasta un monto máximo de 

ciento cincuenta salarios básicos unificados del trabajador privado en total a partir del 

año 2015, de conformidad con el salario básico unificado vigente al 1 de enero del 2015, 

para cuyo efecto, se efectuarán las reformas presupuestarias correspondientes en 

función de la disponibilidad fiscal existente. Se podrá pagar este beneficio con bonos 

del Estado. Se exceptúan de esta disposición los miembros de las Fuerzas Armadas y la 

Policía Nacional. 

 

Los jubilados y quienes reciban pensiones de retiro solamente podrán reingresar al 

sector público en caso de ocupar puestos de libre nombramiento y remoción y aquellos 

comprendidos dentro de la escala del nivel jerárquico superior, así como puestos de 

docencia universitaria e investigación científica. 

 

En caso de reingreso al sector público, el jubilado que ya recibió este beneficio, no 

tendrá derecho a recibirlo nuevamente”. (Énfasis añadido). 

 

Con relación a la jubilación, el artículo 185 de la LSS, dispone que se acreditará derecho vitalicio 

a jubilación ordinaria de vejez cuando el afiliado haya cumplido sesenta años de edad y un mínimo 

de trescientos sesenta imposiciones mensuales o un mínimo de cuatrocientos ochenta 

imposiciones mensuales sin límite de edad, la cual se podrá modificar de acuerdo a la expectativa 

de vida promedio de toda la población, para que el período de duración de la pensión por 

jubilación ordinaria de vejez, referencialmente alcance quince años en promedio. 

 

Por otro lado, de acuerdo con el artículo 108 del RLOSEP, corresponde a la Unidad de 

Administración del Talento Humano (en adelante, “UATH”) de cada entidad, establecer los 

“planes de retiro voluntario y de jubilación, dentro de la planificación del talento humano, 

para el año en curso y el siguiente año del ejercicio fiscal, la que deberá contar con la 

correspondiente disponibilidad presupuestaria”. El servidor que deseare “acogerse a los planes 

de retiro voluntario con indemnización, o cesación por jubilación, deberá presentar por escrito 

su voluntad de acogerse a los mismos”. (Énfasis añadido). 

 

Con relación a la materia de consulta, la Procuraduría General del Estado ya se ha pronunciado 

sobre las remuneraciones del personal de las Unidades de Auditoría Interna -UAI, de las entidades 

públicas, así como, respecto de los planes anuales de desvinculación con indemnización por 

jubilación a los servidores públicos de carrera que prestan sus servicios en las UAI. Así en oficio 

No. 01326 de 5 de noviembre de 2018, este organismo analizó lo siguiente: 

 

“(…) las Unidades de Auditoría Interna de las entidades públicas dependen técnica y 

administrativamente de la Contraloría General del Estado, que el personal auditor es 

nombrado, removido o traslado por el Contralor General del Estado, y que las 

remuneraciones y gastos para el funcionamiento de las Unidades de Auditoría Interna 

deben ser cubiertos por las propias instituciones del Estado a las que ellas controlan. 

 

(…) las máximas autoridades de las Unidades de Autoría Interna son de libre 

nombramiento y remoción por parte del Controlar General del Estado o su delegado, y 

que corresponde a la institución a la cual controla dicha unidad, cubrir todos los gastos 
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que demande su funcionamiento, además de prestar apoyo, dotar de espacio físico, 

logística, servicios administrativos, técnicos y provisión de los recursos necesarios. 

 

(…) respecto del personal que integra las Unidades de Auditoría Interna de las entidades 

públicas, constituye un gasto corriente necesario para el funcionamiento operacional de 

dichas unidades, por lo que de acuerdo con la parte final del primer inciso del artículo 

14 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado, el pago de dicho rubro debe 

ser asumido por la respectiva institución del Estado a la que esa unidad controla, 

observando para el efecto la disponibilidad presupuestaria existente para dicha 

erogación, en aplicación del artículo 274 del Reglamento General a la Ley Orgánica del 

Servicio Público”. 

 

En el mismo sentido, mediante pronunciamiento contenido en oficio No. 15146, de 17 de agosto 

de 2021, sobre los planes anuales de desvinculación con indemnización por jubilación a los 

servidores públicos de carrera que prestan sus servicios en las UAI, la procuraduría general del 

Estado concluyo lo siguiente: 

  

“3. Pronunciamiento. - 

 

En atención a los términos de su consulta se concluye que, de conformidad con los 

artículos 14 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado, 42, numeral 2 y 

43 del Código Orgánico de la Función Judicial, 129 de la Ley Orgánica del Servicio 

Público y la Disposición General Única del Reglamento de Administración del Personal 

Técnico de las Unidades de Auditoría Interna de las Entidades y Organismos del Sector 

Público, corresponde al Consejo de la Judicatura incluir en el plan anual de 

desvinculación con beneficio por jubilación, a los servidores públicos de carrera que 

presten sus servicios en la Unidad de Auditoría Interna de esa entidad, cuyas partidas no 

han sido objeto de traspaso a la Contraloría General del Estado”. 

 

Respecto del traspaso de servidores públicos, en general, a otra entidad del Estado, el segundo 

inciso del artículo 37 de la LOSEP lo regula en los siguientes términos:  

 

“Para el traspaso de puestos con su respectiva partida presupuestaria a otra entidad, 

institución, organismo o persona jurídica de las señaladas en el artículo 3 de esta ley, 

además del informe técnico de la unidad de administración del talento humano, se 

requerirá dictamen presupuestario del Ministerio de Finanzas si ello implica aumento 

de la masa salarial o gasto corriente de la entidad y la aprobación del Ministerio del 

Trabajo (…)”. 

 

Además, el literal c) del numeral 2 del artículo 69 del RGLOSEP enlista los criterios para el 

traspaso de un puesto a otra institución y establece:  

 

“(…)  

 

2.- Traspaso de un puesto a otra institución. - Se observará cualquiera de los siguientes 

criterios:  
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a) La asignación de nuevas atribuciones, responsabilidades y competencias 

determinadas en cuerpos jurídicos, fruto de procesos de ordenamiento de la Reforma 

Democrática del Estado;  

 

b) Descentralización de competencias y atribuciones desde y hacia el Gobierno Central 

a los Gobiernos Autónomos Descentralizados y Regímenes Especiales; y,  

 

c) Por procesos de racionalización y optimización del talento humano que conlleven 

procesos de movimiento de personal o supresiones de partidas, a fin de que la 

preparación técnica y profesional sea aportada en otras instituciones, entidades, 

organismos personas jurídicas del sector público. Los traspasos de puestos a otras 

unidades o instituciones se podrán realizar por necesidades institucionales, y su 

consecuencia será la modificación en el distributivo de remuneraciones.  

 

Se prohíbe el traspaso de puestos de las o los servidores que se encuentren en goce de 

comisiones con o sin remuneración. 

 

Los traspasos de puestos a otras unidades de la misma institución se efectuarán con el 

informe técnico de las UATH y con la respectiva reforma al Distributivo de 

Remuneraciones Mensuales Unificadas Institucional.  

 

En el caso de los traspasos de puestos a otras instituciones dentro de la administración 

pública central e institucional deberá contarse a más del informe de la UATH, con los 

dictámenes de los Ministerios de Relaciones Laborales y de Finanzas en los casos 

previstos en el artículo 37 de la LOSEP y con las correspondientes reformas a los 

presupuestos y distributivos de remuneraciones mensuales unificadas de las instituciones 

involucradas en el proceso.  

 

En el caso de traspaso a un lugar distinto al del domicilio habitual del titular del puesto, 

se requerirá aceptación por escrito de la o el servidor.” 

 

De lo expuesto se observa que: i) corresponde a la entidad pública en la que prestan directamente 

sus servicios, cubrir las remuneraciones de los servidores de carrera que prestan sus servicios en 

las Unidades de Autoría Interna de las instituciones del sector público; ii) el beneficio por 

jubilación es un derecho de los servidores con nombramiento definitivo, que cumplan los 

requisitos para jubilarse establecidos tanto en la LOSEP como en la LSS; iii) los planes de retiro 

voluntario y de jubilación requieren constar dentro de la planificación del talento humano, para 

el año en curso y el siguiente año del ejercicio fiscal; y, iv) dichos planes requieren ser 

presupuestados y planificados anualmente por las respectivas entidades y contar con la 

correspondiente disponibilidad presupuestaria. 

 

3. Pronunciamiento. - 

 

En atención a los términos de la consulta se concluye que, de conformidad con lo establecido en 

los artículos 14 de la LOCGE, 32 de su Reglamento, 23 letra e) y 129 de la LOSEP, así como en 

los artículos 16 y la Disposición General Única del Reglamento del Personal de las UAI de las 

Entidades y Organismos del Sector Público, corresponde a las entidades públicas, controladas por 

la CGE, incluir en su plan de desvinculación con indemnización por jubilación a los servidores 

públicos de carrera que presten sus servicios directamente en las Unidades de Auditoría Interna 
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de dichas entidades. En caso de que las partidas de los servidores antes mencionados hayan sido 

traspasadas a la CGE, ésta sería quien debería incluirlas en su plan de desvinculación con 

indemnización por jubilación.  

 

El presente pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limita a la inteligencia y 

aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva responsabilidad de la entidad 

consultante su aplicación a los casos institucionales específicos. 

 

Atentamente, 

 

 

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia  

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 

 

 
C.C. Abg. Ivonne Núñez Figueroa  

Ministra Del Trabajo 

 

 

 

 

Firmado electrónicamente por:

JUAN CARLOS
LARREA
VALENCIA
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Oficio No. 10106 

            

 

Quito, D.M., 17 de enero de 2025 

 

 

Doctor 

Luis Cabezas-Klaere 

PRESIDENTE 

FUNCIÓN DE TRANSPARENCIA Y CONTROL SOCIAL  

Presente. – 

 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. FTCS-2024-0046-OF, de 23 de diciembre de 2024, ingresado en la 

Procuraduría General del Estado al día siguiente, se formularon las siguientes consultas: 
 

“1.- El artículo 179, numeral 2 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 

Control Constitucional establece que las personas que integran la Comisión 

Calificadora deberán reunir los mismos requisitos y tendrán los mismos impedimentos 

establecidos para la judicatura en la Corte Constitucional; por ende, ¿Les es aplicable 

también lo establecido en el artículo l74 (incompatibilidades) de la referida ley? 

 

2.- El artículo 180 numeral 2 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 

Control Constitucional establece el término para la inscripción de veedurías dentro del 

procedimiento de concurso público para la Renovación Parcial de la Corte 

Constitucional, y el artículo 181 ibídem que faculta a la Comisión Calificadora normar 

vía Reglamento dicho procedimiento; sin embargo, ¿La conformación de veedurías que 

aprueba el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, con el 

propósito de que la ciudadanía ejerza su derecho a la transparencia, rendición de 

cuentas y al control social, que no necesariamente se ajustan a los lineamientos o 

términos de inscripción de dicho concurso, deberían también ser aceptadas por la 

Comisión Calificadora?”.  

 

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 

 

1. Antecedentes.- 

 

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 

 

1.1. A fin de contar con mayores elementos de análisis, antes de atender su consulta, 

mediante oficios No. 09972 y No. 09973, de 06 de enero de 2025, la Procuraduría 

General del Estado solicitó al Consejo de Participación Ciudadana y Control Social 

(en adelante, “CPCCS”), y a la Corte Constitucional del Ecuador (en adelante, 

“CC”), respectivamente, que remitan sus criterios jurídicos institucionales sobre la 

materia objeto de la consulta. 

 

1.2.  Los requerimientos de la Procuraduría General del Estado fueron atendidos, en su 

orden, por el Presidente de la CC mediante oficio sin número, de 10 de enero de 
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2025, recibido en el correo institucional único de este organismo el mismo día; 

mientras que el CPCCS, hasta la presente fecha, no ha dado respuesta a dicho 

requerimiento.   
 

1.3. El criterio jurídico de la consultante, contenido en el Informe Técnico Jurídico No. 

STCCFTCS-DAJP-24-INF-TJ-08, de 23 de diciembre de 2024, suscrito por el 

Director de Asesoría Jurídica y Patrocinio de la Secretaria Técnica del Comité de 

Coordinación de la Función de Transparencia y Control Social (en adelante, 

“FTCS”) citó los artículos 204, 226, 433 y 434 de la Constitución de la República 

del Ecuador1 (en adelante, “CRE”); 3 numeral 9, 6 y 7 numeral 10 de la Ley Orgánica 

de la Función de Transparencia y Control Social2 (en adelante, “LOFTCS”); 172, 

173, 174, 177, 178, 179, 180 y 181 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales 

y Control Constitucional3 (en adelante, “LOGJCC”); y, 84, 85 y 86 de la Ley 

Orgánica de Participación Ciudadana4 (en adelante, “LOPC”), con fundamento en 

los cuales analizó y concluyó lo siguiente: 
 

“4. CONCLUSIONES: 

 

Conforme las atribuciones y responsabilidades de la Dirección de Asesoría Jurídica y 

Patrocinio de la STCCFTCS, establecidas en el Estatuto Orgánico de la Secretaria 

Técnica del Comité de Coordinación de la FTCS, artículo 11, 1.4 Procesos Adjetivos, 

1.4.1 Nivel de Asesoría, 1.4.1.1 Gestión de Asesoría Jurídica y Patrocinio: ‘b. Asesorar 

a la Secretaria Técnica en materia jurídica, dentro del marco legal aplicable permitiendo 

contar con insumos suficientes que faciliten la toma de decisiones a la autoridad y 

asegurar la legitimidad y legalidad de las actuaciones de la Secretaría Técnica del 

Comité de Coordinación de la Función de Transparencia y Control Social.’, debo indicar 

que (sic) lo siguiente: 

 

4.1. El artículo 179, numeral 2 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 

Control Constitucional establece que las personas que integran la Comisión 

Calificadora deberán reunir los mismos requisitos y tendrán los mismos impedimentos 

establecidos para la judicatura en la Corte Constitucional: 

 

Sin embargo, no sería aplicable lo establecido en el artículo 174 de la referida ley, 

puesto que dichas incompatibilidades refieren exclusivamente a las funciones 

permanentes que tienen los jueces constitucionales en el conocimiento de causas, lo 

cual requiere de una dedicación exclusiva en el cumplimiento de sus funciones en 

horarios laborales; por lo cual, no (sic) podría desempeñar ningún otro cargo público o 

privado o ejercer cualquier profesión a excepción de la docencia universitaria fuera del 

horario de trabajo, inclusive están impedidos para defender o asesorar pública o 

privadamente. 

 

4.2. El artículo 180 numeral 2 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 

Control Constitucional establece el término para la inscripción de veedurías dentro del 

procedimiento de concurso público para la Renovación Parcial de la Corte 

Constitucional, y el articulo 181 ibidem faculta a la Comisión Calificadora normar vía 

 
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 LOFTCS, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 53 de 07 de agosto de 2013. 
3 LOGJCC, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 52 de 22 de octubre de 2009. 
4 LOPC, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 175 de 20 de abril de 2010. 
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Reglamento dicho procedimiento; no obstante, la conformación de veedurías que 

aprueba el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, se 

encuentra establecido entre sus atribuciones Constitucionales y legales, en procura de 

promover el derecho de participación ciudadana, la transparencia, rendición de cuentas 

y el control social, por lo que también deberían ser acogidas en el mencionado concurso 

público”. (El énfasis me corresponde). 

 

1.4. Por su parte, el Presidente de la CC, fundamentado en el artículo 436 numeral 1 de 

la CRE, emitió una criterio abstentivo en los siguientes términos: 
 

“No es competencia de esta Corte remitir su criterio sobre consultas jurídicas de esta 

índole. Conforme al artículo 436, numeral 1 de la Constitución, la Corte Constitucional 

no es un órgano de carácter consultivo, sino que efectúa sus labores ‘a través de sus 

dictámenes y sentencias’. 

 

Esta Corte comprende que de acuerdo al artículo 7 de la resolución 024, el Procurador 

General del Estado se encuentra facultado para solicitar el criterio institucional de 

ciertos organismos que ‘ejerzan competencias, tengan conocimientos especializados o 

atribuciones relacionadas con la materia de consulta’. No obstante, la Corte 

Constitucional es un órgano jurisdiccional, lo que le impone limitaciones peculiares a 

fin de preservar su independencia e imparcialidad, que le impiden pronunciarse 

anticipadamente en asuntos que podrían llegar a su conocimiento. 

 

Puesto que todos los órganos del poder público deben ceñir sus actos a los precisos 

límites de sus atribuciones constitucionales y legales y en igual sentido a la contestación 

remitida el 28 de mayo de 2024 respecto del oficio 06919, no es posible remitir el criterio 

solicitado”. 

 

2. Análisis.- 

 

Para facilitar el estudio de la materia sobre la que trata su consulta, el análisis se referirá 

a los siguientes puntos: i) Integración de la CC y de la Comisión Calificadora para 

designar y renovar a sus jueces; y, ii) Conformación de Veedurías Ciudadanas. 

 

2.1. Integración de la CC y de la Comisión Calificadora para designar y renovar a 

sus jueces. – 

 

De acuerdo con los artículos 82 y 226 de la CRE, el derecho a la seguridad jurídica se 

garantiza a través de la existencia de normas previas, claras y públicas, aplicadas por las 

autoridades competentes, considerando para el efecto que los servidores públicos solo 

pueden ejercer las competencias y facultades atribuidas en el ordenamiento jurídico. 

 

Al respecto, el artículo 429 de la CRE define a la CC como “el máximo órgano de control, 

interpretación constitucional y de administración de justicia en esta materia. Ejerce 

jurisdicción nacional y su sede es la ciudad de Quito”; y, el artículo 430 ibídem le 

confiere autonomía administrativa y financiera. Similar disposición consta en el artículo 

170 de la LOGJCC. 
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De acuerdo con el artículo 432 de la CRE, en concordancia con el artículo 171 de la 

LOGJCC, la CC “estará integrada por nueve miembros que ejercerán sus funciones en 

plenario y en salas de acuerdo con la ley. Desempeñarán sus cargos por un periodo de 

nueve años, sin reelección inmediata y serán renovados por tercios cada tres años”, y la 

ley determinará el mecanismo de reemplazo en caso de ausencia del titular. 

 

En este contexto, el artículo 433 de la CRE, concordante con el artículo 172 de la 

LOGJCC, establecen los requisitos para ser juez de la CC, entre los cuales tenemos: “1. 

Ser ecuatoriana o ecuatoriano y encontrarse en ejercicio de sus derechos políticos. 2. 

Tener título de tercer nivel en Derecho legalmente reconocido en el país. 3. Haber 

ejercido con probidad notoria la profesión de abogada o abogado, la judicatura o la 

docencia universitaria en ciencias jurídicas por un lapso mínimo de diez años. 4. 

Demostrar probidad y ética. 5. No pertenecer ni haber pertenecido en los últimos diez 

años a la directiva de ningún partido o movimiento político”, agregando la norma legal 

que la probidad y ética, serán valoradas en el desarrollo del concurso público.  

 

En el mismo sentido, el artículo 173 de la LOGJCC contiene las inhabilidades para ser 

juezas o jueces de la CC, y dispone que no pueden ser designadas como tales: 

 
“1. Quienes pertenezcan o hayan pertenecido a la directiva de un partido o movimiento 

político en los diez años inmediatamente anteriores a su postulación. 

2. Quienes al presentarse al concurso público tengan contrato con el Estado, como 

personas naturales o como representantes o apoderados de personas jurídicas, siempre 

que el contrato se haya celebrado para la ejecución de obra pública, prestación de 

servicio público o explotación de recursos naturales. 

3. Quienes se encuentren en mora en el pago de pensiones alimenticias. 

4. Los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional en servicio activo. 

5. Quienes se encuentren suspendidas o suspendidos en el ejercicio de la profesión. 

6. Quienes hayan ejercido autoridad ejecutiva en gobiernos de facto. 

7. Quienes se hallaren incursas o incursos en uno o varios de los impedimentos generales 

para el ingreso al servicio civil en el sector público. 

8. Quien sea cónyuge o conviviente, o sea pariente hasta el cuarto grado de 

consanguinidad o segundo de afinidad de un miembro de la Corte Constitucional o de 

algún miembro de la Comisión Calificadora”. 
 

Adicionalmente, el artículo 174 de la LOGJCC, sobre las incompatibilidades para el 

ejercicio del cargo de juez de la CC, dispone que “La función de jueza o juez de la Corte 

Constitucional es de dedicación exclusiva. No podrán desempeñar ningún otro cargo 

público o privado o ejercer cualquier profesión a excepción de la docencia universitaria 

fuera del horario de trabajo. Las juezas o jueces de la Corte Constitucional están 

impedidos para defender o asesorar pública o privadamente” (énfasis añadido). 

 

Por su parte, el artículo 177 de la LOGJCC establece que el procedimiento de selección 

y designación de jueces de la CC se regirá por los principios de independencia, 

publicidad, transparencia, celeridad y meritocracia. Todas las deliberaciones y decisiones 

de la Comisión Calificadora serán públicas; y, el proceso de selección y designación 

seguirá las siguientes fases: “1. Integración de la Comisión Calificadora. 2. 
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Convocatoria. 3. Concurso. 4. Impugnación. 5. Comparecencia oral y 6. Designación”, 

según lo prevé el artículo178 ibídem. 

 

En ese sentido, el artículo 434 de la CRE establece que los miembros de la CC se 

designarán por una “Comisión Calificadora” que estará integrada por “dos personas 

nombradas por cada una de las funciones, Legislativa, Ejecutiva y de Transparencia y 

Control Social”. La selección de los miembros se realizará de entre las candidaturas 

presentadas por las funciones anteriores, a través de un proceso de “concurso público, 

con veeduría y posibilidad de impugnación ciudadana”. 

 

Para la integración de la Comisión Calificadora, el artículo 179 de la LOGJCC prevé las 

siguientes reglas: 

 
“1. La Presidenta o Presidente de la Corte Constitucional solicitará a las máximas 

autoridades de la Función Legislativa, Ejecutiva y de Transparencia y Control Social, 

con una antelación de seis meses a la conclusión del período de la terna de jueces de la 

Corte que corresponda, que en el término de diez días realice la designación de las 

personas que integrarán la Comisión Calificadora. 

2. La Comisión Calificadora estará integrada por dos personas nombradas por la 

Función Legislativa, dos por la Función Ejecutiva y dos por la Función de Transparencia 

y Control Social, de fuera de su seno. Las personas que integran la Comisión 

Calificadora deberán reunir los mismos requisitos y tendrán los mismos impedimentos 

establecidos para la judicatura en la Corte Constitucional, y una vez que han sido 

nombrados actuarán con absoluta independencia de las autoridades nominadoras. En 

los casos de representación de cuerpos colectivos, los miembros deben ser nombrados 

por acuerdo adoptado por mayoría absoluta. 

3. Los miembros de la Comisión Calificadora se posesionarán ante la máxima 

autoridad de la Función de Transparencia y Control Social en el término de cinco días 

desde su designación, e inmediatamente iniciará el proceso de selección de juezas y 

jueces” (énfasis añadido). 

 

El artículo 180 de la LOGJCC establece las etapas para la convocatoria y verificación de 

requisitos que presenten las candidaturas para las judicaturas de la CC, dentro de las 

cuales constan: “1. Convocatoria; 2. Inscripción de veedurías; y, 3. Presentación de 

candidaturas”. Una vez cerrado el proceso de revisión formal, se iniciará el concurso 

público entre las candidatas y candidatos que hayan cumplido los requisitos exigidos por 

la Constitución. El concurso se ajustará a los lineamientos dispuestos en esa norma, y 

“deberá ser efectuado de conformidad con el reglamento previo que dicte la Comisión 

Calificadora” (énfasis añadido), según lo prevé el primer inciso del artículo 181 ibídem.  

 

Con fundamento en la citada disposición, la Comisión Calificadora para la renovación 

parcial de la CC expidió el “REGLAMENTO PARA LA RENOVACIÓN PARCIAL DE LA 

CORTE CONSTITUCIONAL”5, cuyo objeto es normar el “procedimiento para 

la renovación parcial de la Corte Constitucional, mediante concurso público de méritos 

y oposición que permite veedurías e impugnaciones ciudadanas”. 

 

 
5 Expedido mediante Resolución publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 670 de 23 de octubre de 2024. 
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El artículo 11 del citado Reglamento establece las atribuciones de la Comisión 

Calificadora, dentro de las cuales constan, entre otras: “a. Dirigir y ejecutar, en todas sus 

fases, el proceso de renovación parcial de la Corte Constitucional, en la selección, 

calificación y designación de sus miembros, principales y elegibles”; y, “e. Comunicar 

el resultado del concurso público a través de la presidencia de la Comisión Calificadora, 

los puntajes obtenidos en orden de prelación, para la posesión de los elegidos y los 

elegibles ante la Asamblea Nacional”. 

 

Respecto de la naturaleza de la Comisión Calificadora para la designación y renovación 

de la CC, en pronunciamiento contenido en oficio No. 15275, de 26 de agosto de 2021, 

la Procuraduría General del Estado analizó y concluyó lo siguiente: 

 
“A partir de entonces, el procedimiento para organizar la comisión calificadora para la 

designación y renovación de los jueces de la Corte Constitucional se rige únicamente por 

el artículo 179 de la LOGJCC. Así, el Presidente de la Corte Constitucional debe solicitar 

a las máximas autoridades de las Funciones Legislativa, Ejecutiva y de Transparencia y 

Control Social que cada una de ellas realice la designación de dos personas para la 

integración de la Comisión Calificadora, la que deberá recaer en personas de fuera de 

su seno, que cumplan los mismos requisitos para ser jueces de la Corte Constitucional, y 

que deberán posesionarse ante la máxima autoridad de la Función de Transparencia y 

Control Social”  

(…) 

3.- Pronunciamiento. –  

 

(…) la integración y funcionamiento de la Comisión Calificadora para la designación y 

renovación de la Corte Constitucional se rige por la Ley Orgánica de Garantías 

Jurisdiccionales y Control Constitucional; en consecuencia, las personas que han sido 

designadas por las Funciones Ejecutiva, Legislativa y de Transparencia y Control Social 

para integrar dicha comisión, al ser designadas de fuera del seno de las referidas 

Funciones del Estado, y siempre que provengan de la sociedad civil, no tienen la calidad 

de servidores públicos, en los términos previstos por el artículo 4 de la Ley Orgánica del 

Servicio Público (…)”. 

 

En este sentido, la LOGJCC prevé, de manera general, que los miembros de la Comisión 

Calificadora para la designación de jueces de la CC están sujetos a los mismos requisitos 

e impedimentos que las juezas y jueces de la CC. Al respecto, es preciso considerar que 

las incompatibilidades, previstas en el artículo 174 de la LOGJCC, se refieren 

exclusivamente al ejercicio de las funciones como jueces constitucionales, por lo cual, 

dichas incompatibilidades no se configuran sino hasta el momento de la posesión del 

cargo como jueces constitucionales. 

 

En este sentido, el inciso final del precitado artículo señala que “Cuando concurriera 

causa de incompatibilidad en quien fuera designada como jueza o juez de la Corte 

Constitucional, deberá, antes de tomar posesión, cesar en el cargo o en la actividad 

incompatible. Si no lo hace en el término de diez días siguientes a su designación, se 

presume que no acepta el cargo”, entendiéndose que la exclusividad requerida está 

ineludiblemente vinculada al ejercicio de las funciones jurisdiccionales del cargo. 
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Desde esta perspectiva, los miembros de la Comisión Calificadora para la designación de 

jueces de la CC -siempre que provengan de la sociedad civil- no ostentan el carácter de 

funcionarios públicos durante el ejercicio de sus responsabilidades como calificadores, 

así tampoco podría considerarse que durante dicho proceso de selección ejercen funciones 

de jueces de la CC, por cuanto su labor se circunscribe únicamente a la sustanciación del 

concurso y, en consecuencia, no se configura el precepto sine qua non que dé lugar a las 

incompatibilidades establecidas en el artículo 174 de la LOGJCC. 

 

De lo expuesto se observa que: i) la CC es el máximo órgano de control, interpretación y 

administración de justicia constitucional, con autonomía administrativa y financiera y 

jurisdicción nacional, está integrada por nueve miembros que desempeñan sus cargos por 

nueve años, sin reelección inmediata, siendo renovados por tercios cada tres años; ii) la 

LOGJCC en sus artículos 172 y 173 establece los requisitos y las inhabilidades para ser 

juezas o jueces de la CC; iii) sobre las incompatibilidades para el ejercicio del cargo, la 

norma prevé que la función de juez de la CC es de dedicación exclusiva y no pueden 

desempeñar ningún otro cargo público o privado, o ejercer cualquier profesión a 

excepción de la docencia universitaria fuera del horario de trabajo como tampoco pueden 

defender o asesorar pública o privadamente; iv) la Comisión Calificadora para la 

renovación parcial de la CC está integrada por dos personas nombradas por cada una de 

las Funciones Legislativa, Ejecutiva y de Transparencia y Control Social, de fuera de su 

seno, que tienen que “reunir los mismos requisitos y tendrán los mismos impedimentos 

establecidos para la judicatura en la Corte Constitucional”; v) el proceso de selección 

de jueces de la CC se realiza a través de un proceso de concurso público a cargo de la 

Comisión Calificadora, con veeduría y posibilidad de impugnación ciudadana; y, vi) de 

acuerdo con el pronunciamiento previo emitido por la Procuraduría General del Estado, 

la Comisión Calificadora para la designación y renovación de los jueces de la CC se rige 

por las disposiciones de la LOGJCC; y, las personas que integran dicha comisión, que 

provengan de la sociedad civil, no tienen la calidad de servidores públicos ni ejercen 

función alguna como jueces de la CC. 

 

2.2. ) Conformación de Veedurías Ciudadanas. 

 

El artículo 434 de la CRE dispone que la selección de los miembros de la CC se realizará 

de entre las candidaturas presentadas por las funciones del Estado, “a través de un 

proceso de concurso público, con veeduría y posibilidad de impugnación ciudadana” 

(énfasis añadido). 

 

En ese contexto, la letra a) del numeral 1 del artículo 180 de la LOGJCC prevé que en la 

convocatoria para la selección de las juezas o jueces de la CC debe constar la invitación 

para la inscripción de veedurías nacionales e internacionales; y, el numeral 2 de esa 

norma, respecto de la inscripción de veedurías, establece que “La inscripción de 

veedurías se debe realizar en el término de cinco días a partir de la publicación de la 

convocatoria, y se acreditará ante la Comisión Calificadora con el solo cumplimiento de 

los requisitos formales exigidos para el efecto en la convocatoria” (énfasis añadido). 

 

En ese orden de ideas, el artículo 78 de la LOPC dispone que “las veedurías para el 

control de la gestión pública, al igual que cualquier otra veeduría destinada al control 
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de todas las funciones del Estado, en todos los niveles de gobierno, a las instituciones 

privadas que manejen fondos públicos, y a las personas naturales o jurídicas del sector 

privado que presten servicios o desarrollen actividades de interés público, se regirán por 

lo señalado en esta Ley, y por el Reglamento General de Veedurías”. 

 

Así, el artículo 84 ibídem define a las veedurías ciudadanas como “modalidades de 

control social de la gestión de lo público y de seguimiento de las actividades de 

dignidades electas y designadas por la ciudadanía y las organizaciones sociales, aquellas 

que les permiten conocer, informarse, monitorear, opinar, presentar observaciones y 

pedir la rendición de cuentas de las servidoras y los servidores de las instituciones 

públicas”. Estas pueden ejercer sus atribuciones sobre toda la actividad de cualquiera de 

las funciones del Estado, salvo en aquellas cuya publicidad esté limitada por mandato 

constitucional o legal. 

 

De acuerdo con el artículo 85 de la LOPC, las veedurías ciudadanas pueden adoptar 

diversas formas y modalidades según la función del Estado y el nivel de gobierno sobre 

el cual ejerzan su derecho al control social. Su actividad de control, respecto de las 

diferentes funciones del Estado, se ejercerá sobre aquellos asuntos de interés público que 

afecten a la colectividad.  

 

Corresponde al CPCCS “reglamentar las veedurías ciudadanas y garantizará su 

autonomía, así como, el respeto estricto al derecho de la ciudadanía al control social” 

(énfasis añadido), según lo prevé el artículo 86 ibídem, norma que en su numeral 3 prevé 

que “El inicio de toda veeduría deberá ser notificado previamente a la institución 

observada, con la determinación de las personas que participen; así como, el ámbito, 

área o proceso en los que se circunscribirá su accionar”. 

 

En cumplimiento de lo dispuesto en la norma precedente, el CPCCS emitió el 

“Reglamento General de Veedurías Ciudadanas6 (en adelante, “RGVC”), el cual tiene 

por objeto “regular la conformación, estructura y funcionamiento de las Veedurías 

Ciudadanas, como mecanismo de Control Social; así como, las atribuciones, 

competencias, y responsabilidades de las y los veedores ciudadanos que las integren”. 

 

En ese contexto, el artículo 7 del RGVC prevé que las veedurías constituyen “entidades 

ciudadanas independientes del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, de 

la entidad observada, o de cualquier otra institución de la administración pública”, 

aclarando que “no existe relación de dependencia laboral entre el Consejo de 

Participación Ciudadana y Control Social u otra dependencia del Estado y los miembros 

de las veedurías ciudadanas”, y tienen carácter participativo, cívico, voluntario, 

proactivo y neutral. 

 

Las veedurías ciudadanas son de carácter temporal, de conformidad con el plan de trabajo 

y su cronograma de ejecución, dependiendo del objeto, ámbito y nivel de complejidad de 

esta. El plazo se contará a partir de la fecha de la notificación a la autoridad observada y 

podrá ampliarse, por una sola vez, por un tiempo no mayor al establecido inicialmente, 

 
6 Expedido mediante Resolución No. 388, publicada en el Registro Oficial No. 918 de 09 de enero de 2017. 
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según lo prevé el artículo 9 del RGVC; y, según el artículo 10 ibídem, estas veedurías se 

conformarán con un mínimo de tres integrantes, por sus propios derechos o por 

delegación de organizaciones sociales. 

 

De su parte, el artículo 11 del RGVC define al veedor ciudadano como “la persona 

debidamente acreditada, quien ejerce sus derechos de control social, con el fin de 

controlar y vigilar la gestión de las entidades públicas o privadas que manejen fondos 

públicos, y/o a las personas naturales o jurídicas del sector público o privado que presten 

servicios o desarrollen actividades de interés público”, 

 

Para la conformación de veedurías ciudadanas el CPCCS iniciará el procedimiento, ya 

sea por iniciativa ciudadana individual o colectiva, por iniciativa del Pleno del CPCCS o 

“a solicitud de una autoridad, institución pública, y/o en virtud de mandato legal o 

reglamentario”, sin que se pueda conformar más de una veeduría con el mismo objeto, 

según lo establecido en el artículo 28 del RGVC. 

 

De lo manifestado se desprende que: i) las veedurías ciudadanas son modalidades de 

control social de la gestión de lo público y de seguimiento de las actividades de dignidades 

electas y designadas por la ciudadanía y las organizaciones sociales, que les permiten 

conocer, informarse, monitorear, opinar, presentar observaciones y pedir la rendición de 

cuentas de las servidoras y los servidores de las instituciones públicas; ii) las veedurías 

ciudadanas se rigen por lo señalado en la LOPC y por el RGVC; y, iii) según lo previsto 

en la LOGJCC, la inscripción de veedurías para el procedimiento de selección y 

designación de jueces de la CC se debe realizar en el término de cinco días a partir de la 

publicación de la convocatoria, y se acreditará ante la Comisión Calificadora con el solo 

cumplimiento de los requisitos formales exigidos para el efecto en la convocatoria. 

 

3. Pronunciamiento.-  

 

En atención a los términos de la primera consulta se concluye que, de conformidad con 

lo previsto en los artículos 173 y 179 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 

Control Constitucional, los integrantes de la Comisión Calificadora para la renovación 

parcial de la Corte Constitucional deben cumplir los requisitos y tienen los mismos 

impedimentos establecidos para el ejercicio de la judicatura en la Corte Constitucional, 

sin que les sea aplicables las incompatibilidades establecidas en el artículo 174 de la 

citada ley, ya que dichas incompatibilidades se producen al momento de la posesión del 

cargo como jueces de la Corte Constitucional. 

 

Respecto a la segunda consulta, de conformidad con lo previsto en el numeral 2 del 

artículo 180 Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, la 

conformación de veedurías dentro del concurso para la renovación parcial de la Corte 

Constitucional que aprueba el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control 

Social, debe ajustarse a lo establecido en esa norma y lo dispuesto en el Reglamento para 

la Renovación Parcial de la Corte Constitucional; es decir, la inscripción de veedurías se 

debe realizar en el término de cinco días a partir de la publicación de la convocatoria. 
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El presente pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limita a la 

inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva responsabilidad 

de la entidad consultante su aplicación a los casos institucionales específicos. 

 
 

Atentamente, 

 

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO  
 

 

C.C. Mgs. Andrés Xavier Fantoni Baldeón 

Presidente del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social 

  

 Dr. Alí Vicente Lozada Prado 

Presidente de la Corte Constitucional del Ecuador 

 

 

 
  

Firmado electrónicamente por:

JUAN CARLOS
LARREA
VALENCIA
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